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derechos humanos, al enjuiciamiento de crímenes atroces y al refuerzo de la legalidad interna-
cional, pese a las críticas relativas a su selectividad o a la denominada “justicia de los vence-
dores”. Finalmente, se defiende el rol de estas cortes como garantes de justicia transicional, 
reparación a las víctimas y fortalecimiento del orden jurídico supranacional.

Palabras clave: crímenes de guerra; derecho internacional; Derechos Humanos; justicia penal 
internacional; legalidad; soberanía.

Capítulo 5

Criminalidad masiva y grave: el papel de 
los tribunales penales internacionales en la 
consolidación del Estado Social de Derecho 

y la garantía de los Derechos Humanos

Citación APA: Cucarella-Galiana, L. A. (2026). Criminalidad masiva y grave: El papel de 
los tribunales penales internacionales en la consolidación del Estado Social de Derecho 
y la garantía de los Derechos Humanos. En M. A. Acuña Betancourt & E. L. López Peña 
(Eds.), Derecho operacional, Ejército y Estado social de derecho (pp. 87-101). Sello 
Editorial ESMIC.
https://doi.org/10.21830/9786289766608.05

https://doi.org/10.21830/9786289766608.05
https://doi.org/10.21830/9786289766608.05


Luis Andrés Cucarella Galiana88 |

Luis Andrés Cucarella Galiana
Ph. D. en Derecho, Universidades de Bolonia y Valencia. Miembro del Instituto de Derechos 
Humanos de la Universidad de Valencia. Docente e investigador internacional, colaborador 
en maestrías y posgrados en Colombia. Su trabajo se enmarca en el proyecto I+D+i PID2021-
122569OB-I00, financiado por MCIN/AEI y “FEDER Una manera de hacer Europa”.

https://orcid.org/0000-0002-1050-8671 

Los libros publicados por el Sello Editorial ESMIC son de acceso abierto bajo una licencia 
Creative Commons: Reconocimiento-NoComercial-SinObrasDerivadas. 
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/

Este capítulo hace parte del libro: 

DERECHO OPERACIONAL, EJÉRCITO Y ESTADO SOCIAL DE DERECHO

ISBN impreso: 978-628-97301-9-7
ISBN digital: 978-628-97666-0-8
DOI: https://doi.org/10.21830/9786289766608

Colección Ciencias Jurídicas 
Serie Miles Doctus: investigación formal terminada 
Sello Editorial Escuela Militar de Cadetes “General José María Córdova” 
Bogotá, D.C., Colombia 
2026

Responsabilidad de contenidos: La responsabilidad por el contenido de los libros publicados por el Sello Editorial ESMIC 
corresponde exclusivamente a los autores. Las posturas y aseveraciones presentadas son resultado de un ejercicio acadé-
mico e investigativo que no representa la posición oficial ni institucional de la Escuela Militar de Cadetes “General José María 
Córdova”, el Ejército Nacional, las Fuerzas Militares de Colombia o el Ministerio de Defensa Nacional.

https://orcid.org/0000-0002-1050-8671
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
https://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/
https://doi.org/10.21830/9786289766608


Capítulo 5. Criminalidad masiva y grave: el papel de los tribunales penales internacionales en la 
consolidación del Estado Social de Derecho y la garantía de los Derechos Humanos

| 89

Planteamiento general
El objetivo de esta investigación es abordar el papel que desempeñan los 
tribunales penales internacionales como instrumentos para salvaguardar el 
Estado de Derecho en el ámbito internacional. La existencia de este tipo de 
órganos resulta clave en el derecho procesal penal humanitario, pues permite 
mejorar la protección de los Derechos Humanos al evitar la impunidad de 
crímenes especialmente graves y que los vulneren.

Para realizar el estudio, en primer lugar se analizan los instrumentos 
internacionales que se han utilizado para crear estos tribunales penales. En 
segundo lugar, se estudia el papel de la Corte Penal Internacional (CPI) y se 
fijan los rasgos más característicos de este órgano jurisdiccional.

Mecanismos para la creación de tribunales                                      
penales internacionales 
Si se presta atención a los antecedentes históricos que propiciaron el naci-
miento de la CPI, se evidencia que se han utilizado básicamente dos meca-
nismos para la creación de los tribunales penales internacionales. Por un lado, 
se ha empleado el tratado internacional y, por el otro, han sido adoptados por 
decisión del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.

Creación en virtud de un tratado 

Tribunal Penal Militar Internacional de Núremberg 

El tribunal que se constituyó tras el fin de la Segunda Guerra Mundial para 
enjuiciar los crímenes de guerra y contra la humanidad en Núremberg nació 
de un tratado. El 8 de agosto de 1945 las potencias vencedoras firmaron el 
acuerdo para el enjuiciamiento de los criminales de guerra alemanes y defi-
nieron los delitos que serían competencia de dicho tribunal: los crímenes de 
guerra, contra la paz y contra la humanidad (Urios, 2003).

Así, el artículo 1.° del Estatuto del Tribunal dispuso:

De conformidad con el Acuerdo firmado el día 8 de agosto de 1945 por el 
Gobierno de los Estados Unidos de América, el Gobierno Provisional de la 
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República Francesa, el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte y el Gobierno de la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, se 
creará un Tribunal Militar Internacional (de aquí en adelante “el Tribunal”) 
para, aplicando los principios de justicia e inmediación, enjuiciar y condenar 
a los principales criminales de guerra del Eje Europeo.

El Tribunal estuvo integrado por cuatro jueces, designados por cada uno 
de los países vencedores (artículo 2.° del Estatuto). Además, en el artículo 6.° 
se concretó cuál era la competencia de dicho Tribunal: enjuiciar los crímenes 
de guerra5, contra la paz6 y la humanidad7.

Si bien es cierto que se trató de la primera experiencia de un tribunal 
penal internacional que se hizo en virtud de un acuerdo internacional y sin 
duda supuso un paso adelante, no está exento de críticas desde una pers-
pectiva jurídica. En primer lugar, debe tenerse en cuenta que tuvo un ámbito 
subjetivo muy limitado, pues solamente participaron las potencias vence-
doras y fue su imposición al Estado vencido. En este punto es importante 
destacar que este tribunal miliar tuvo un menor consenso internacional en 
comparación con la creación de la CPI, como se tratará más adelante.

Además, no hay que dejar pasar por alto que nos encontramos ante 
un tribunal creado ex post facto por las potencias vencedoras para juzgar a 
la vencida, de manera que las garantías de predeterminación y de indepen-
dencia del tribunal no fueron garantizadas debidamente. Fue un tribunal de 

5	  Dichos crímenes se definían así: “A saber, violaciones de las leyes o usos de la 
guerra. En dichas violaciones se incluye el asesinato, los malos tratos o la deportación para 
realizar trabajos forzados o para otros objetivos en relación con la población civil de un terri-
torio ocupado o en dicho territorio, el asesinato o malos tratos a prisioneros de guerra o a 
personas en alta mar, el asesinato de rehenes, el robo de bienes públicos o privados, la destruc-
ción sin sentido de ciudades o pueblos, o la devastación no justificada por la necesidad militar, 
sin quedar las mismas limitadas a estos crímenes”.

6	  Definidos de la siguiente manera: “A saber, planificar, preparar, iniciar o librar guerras 
de agresión, o una guerra que constituya una violación de tratados, acuerdos o garantías inter-
nacionales, o participar en planes comunes o en una conspiración para lograr alguno de los 
objetivos anteriormente indicados”.

7	  Definidos de la siguiente manera: “A saber, el asesinato, la exterminación, esclaviza-
ción, deportación y otros actos inhumanos cometidos contra población civil antes de la guerra 
o durante la misma; la persecución por motivos políticos, raciales o religiosos en ejecución de 
aquellos crímenes que sean competencia del Tribunal o en relación con los mismos, consti-
tuyan o no una vulneración de la legislación interna de país donde se perpetraron”.
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vencedores para juzgar actos de los vencidos, sin que entraran en el ámbito 
de su competencia las violaciones o crímenes cometidos por los vencedores 
(Urios, 2003). Por otro lado, tampoco garantizó adecuadamente el respeto al 
principio de legalidad penal, en la medida en que, por ejemplo, procedió a 
tipificar unas conductas delictivas, como los crímenes contra la humanidad, 
para que el tribunal pudiera emitir condena por dichas conductas (Urios, 
2003).

Esta experiencia fue tomada como referente para constituir el Tribunal 
Militar Internacional de Tokio en 1946. No obstante, si bien esta instancia 
juzgó los mismos crímenes que se consideraron en el Tribunal de Núremberg, 
en este caso no se creó mediante tratado internacional, sino por orden ejecu-
tiva del General Douglas MacArthur, jefe del Estado Mayor del Ejército de los 
Estados Unidos y estuvo integrado por “jueces nacionales de los once Estados 
que habían sufrido la agresión japonesa” (Urios, 2003, p. 25).

La CPI 
Entre el 15 de junio y el 17 de julio de 1998 tuvo lugar en la ciudad de Roma 
una conferencia diplomática de plenipotenciarios de las Naciones Unidas, 
en la cual se discutió sobre la necesidad de instaurar un tribunal permanente 
internacional, llamado a juzgar los crímenes más graves de trascendencia 
internacional (Urios, 2003)8. 

El Proyecto de Estatuto para la Corte Penal Internacional fue sometido 
finalmente a votación secreta el día 17 de julio9 de 1998 y fue aprobado por 
un total de 120 votos a favor, 21 abstenciones y 7 votos en contra. Si aten-
demos al resultado final, desde un punto de vista cuantitativo, puede decirse 
que el resultado de la votación fue realmente un éxito, como lo evidencian 
120 votos a favor frente a 7 en contra. Sin embargo, no se puede pasar por 

8	  Las discusiones y los trabajos realizados fueron duros y, en ocasiones, con bastantes 
desencuentros. Al respecto, debe tenerse presente que a dicha conferencia asistieron un total 
de 160 Estados, 20 organizaciones internacionales, 14 agencias especializadas de Naciones 
Unidas, y alrededor de 200 organizaciones no gubernamentales (Urios, 2003).

9	  Urios (2003) pone de manifiesto que si bien la idea inicial es que fuera aprobado 
por consenso, la presión de los Estados Unidos de Norteamérica, llevó a que fuera sometido a 
votación.
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alto que si bien la votación fue secreta, los Estados Unidos, China e Israel 
develaron que habían votado en contra10. Este dato es importante desde un 
punto de vista cualitativo, pues no se debe olvidar que tanto China como 
los Estados Unidos son miembros permanentes del Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas. Es cierto, como se pondrá de manifiesto, que la CPI es un 
órgano independiente de las Naciones de Unidas, pero no pueden soslayarse 
las estrechas relaciones que hay entre las dos instituciones, sobre todo entre 
la CPI y el Consejo de Seguridad. 

Con todo, es evidente que la aprobación del Estatuto de la CPI (ECPI) 
implicó un paso adelante en la historia de la humanidad. Ahora bien, para 
que entrara en vigor era preciso que fuera ratificada por al menos sesenta 
Estados. Así ocurrió el 1.° de julio de 2002, fecha que determinó, con carácter 
general, la competencia temporal de la CPI, como se regula en el artículo 11 
del ECPI11. Actualmente, el ECPI ha sido ratificado por 122 países.

Específicamente, en el preámbulo del ECPI se plantean las líneas gene-
rales que caracterizan al ECPI. En primer lugar, se destaca que los graves 
crímenes y atrocidades que se han cometido en la historia de la humanidad 
y que se pueden repetir son una clara amenaza para la paz, la seguridad y el 
bienestar de la humanidad12. En segundo lugar, se indica que se aspira a que 

10	  Urios (2003) señala que si bien la votación fue secreta, los Estados Unidos, Israel y 
China manifestaron que habían votado en contra.

11	  En este sentido, el artículo 11.1 ECPI dispone que “la Corte tendrá competencia 
únicamente respecto de crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente 
Estatuto”. El apartado 2 dispone que “si un Estado se hace Parte en el Presente Estatuto después 
de su entrada en vigor, la Corte podrá ejercer sus competencia únicamente con respecto a los 
crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto respecto de ese Estado, 
a menos que éste haya hecho una declaración de conformidad con el párrafo 3 del artículo 12”.

12	  Así se pone de manifiesto en los párrafos 1, 2 y 3 del preámbulo, al afirmar que 
“conscientes de que todos los pueblos están unidos por estrechos lazos y sus culturas, confi-
guran un patrimonio común y observando con preocupación que este delicado mosaico puede 
romperse en cualquier momento,// Teniendo presente que, en este siglo, millones de niños, 
mujeres hombres han sido víctimas de atrocidades que desafían la imaginación y conmueven 
profundamente la conciencia de la humanidad, // Reconociendo que esos graves crímenes 
constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad […]”. Estas 
previsiones se completan con lo previsto en el párrafo 11, en el que se afirma que “decididos a 
garantizar que la justicia internacional sea respetada y puesta en práctica de forma duradera”.
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dichos crímenes no queden sin castigo y que, por lo tanto, debe evitarse la 
impunidad de sus autores13.

En tercer lugar, se subraya que el mecanismo adoptado establece una 
CPI permanente e independiente, de tal forma que la resolución de los 
problemas debe buscarse mediante el recurso de la heterocomposición, lo 
cual implica que se debe huir de las formas de autotutela entre los Estados14. 
Y en cuarto lugar, se pone de manifiesto el carácter complementario de la 
jurisdicción de la CPI con las jurisdicciones nacionales en la persecución de 
estos crímenes, como establece el artículo 6.° del preámbulo: “Es deber de 
todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes 
internacionales”. Este rasgo se refuerza en el párrafo 10, el cual sostiene que 
“la Corte Penal Internacional establecida en virtud del presente Estatuto será 
complementaria de las jurisdicciones penales nacionales”.

Creación en virtud de la resolución del Consejo                                      
de Seguridad de Naciones Unidas 
Este mecanismo fue utilizado para crear los tribunales para la ex-Yugoslavia 
y Ruanda antes de que naciera la CPI. En concreto, las guerras entre las anti-
guas repúblicas de Yugoslavia y los crímenes internacionales cometidos, así 

13	  En este sentido, en los párrafos 4 y 5 del preámbulo se señalan que “afirmando que 
los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto 
no deben quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e 
intensificar la cooperación internacional para asegurar que sean efectivamente sometidos a la 
acción de la justicia, // Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes y 
a contribuir así a la prevención de nuevos crímenes […]”.

14	  Claramente estas ideas se desprenden de los párrafos 7, 8 y 9 del preámbulo, en 
donde se afirma que “reafirmando los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones 
Unidas y, en particular, que los Estados se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la 
fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado o en cual-
quier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, // Destacando, en 
este contexto, que nada de lo dispuesto en el presente Estatuto deberá entenderse en el sentido 
de que autorice a un Estado Parte a intervenir en una situación de conflicto armado o en los 
asuntos internos de otro Estado, // Decididos, a los efectos de la consecución de esos fines y 
en interés de las generaciones presentes y futuras, a establecer una Corte Penal Internacional 
de carácter permanente, independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas que 
tenga competencia sobre los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad interna-
cional en su conjunto […]”.
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como los que tuvieron lugar en Ruanda, llevaron a Naciones Unidas a actuar 
con el fin de que los crímenes cometidos no quedaran impunes.

Específicamente, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, al 
amparo del capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, decidió crear 
un tribunal ad hoc para enjuiciar los crímenes y las graves violaciones al 
Derecho Internacional Humanitario (DIH) cometidos en el territorio de la 
antigua Yugoslavia. La misma decisión se tomó, un año después, en relación 
con los crímenes cometidos en Ruanda (Urios, 2003). 

De estos tribunales, el primero con sede en La Haya y el segundo en 
Arusha, Tanzania, se pueden destacar cinco aspectos relevantes: 

1.	 Son tribunales ad hoc creados para juzgar determinados hechos.

2.	 Fueron creados por decisión del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas.

3.	 Si bien es cierto que se barajaron otras dos opciones, tal y como 
pone de manifiesto la doctrina15, se consideró que era más efectiva 
la que finalmente se adoptó.

4.	 A diferencia de los tribunales de Núremberg y Tokio, los de ex-Yu-
goslavia y Ruanda no eran tribunales militares.

5.	 En cuanto al delito de genocidio, no se debe olvidar que ya había 
sido regulado y previsto en la Convención de 1948, de manera que 
en este caso se garantizaba la predeterminación del delito.

Consideraciones generales acerca de la CPI 
Antes de analizar cuáles son los antecedentes que llevaron al nacimiento 
de la CPI, es necesario destacar las tres características generales más rele-
vantes de este sistema de justicia internacional: la primera de ellas acabamos 

15	  En este sentido, Urios (2003) señala que el mecanismo del tratado internacional se 
descartó porque hubiera dilatado mucho la constitución de dichos tribunales y porque, por 
otro lado, requiere el consentimiento de los Estados para que les vinculara. La opción de que 
se hubieran constituido por resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas también 
presentaba dificultades. Sobre todo, se puso de manifiesto el carácter de recomendación de sus 
resoluciones, sin que tengan carácter obligatorio (Urios, 2003).
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de subrayarla al analizar el contenido del preámbulo del ECPI: el carácter 
complementario de la jurisdicción de la CPI en relación con las jurisdicciones 
penales nacionales. La segunda es el papel que desempeña Naciones Unidas 
y, en concreto, su Consejo de Seguridad, en relación con las funciones y 
competencia de la CPI. Finalmente, se hará una breve referencia a la compe-
tencia ratione materia de la CPI, intentando concretar cuáles son los crímenes 
graves para los que tiene competencia.

Carácter complementario de la competencia que tiene la CPI 
Sin lugar a duda, esta es una de las cuestiones más relevantes de la CPI. En 
el preámbulo se indica claramente que cada Estado tiene el deber de ejercer 
su jurisdicción contra los responsables de crímenes internacionales (párr. 6) 
y que la CPI será “complementaria de las jurisdicciones penales nacionales” 
(párr. 10), previsión que se desarrolla en el articulado del ECPI. 

Al respecto es importante mencionar que si bien la doctrina ha señalado 
que la CPI tiene una jurisdicción subordinada o subsidiaria a las jurisdicciones 
nacionales (Olásolo, 2012), compartimos las posturas que sostienen que la 
jurisdicción de la Corte, junto con las nacionales, es concurrente, complemen-
taria o, en definitiva, compartida16. Si se atiende al articulado, dicho carácter 
ya se plantea en el artículo 1.° del ECPI, pues afirma que la Corte “tendrá 
carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales”.

En particular, el artículo 17 del ECPI regula este aspecto como cues-
tión de admisibilidad, que es determinante de la jurisdicción de la Corte. Al 
respecto, puede decirse que la Corte es competente cuando el Estado donde 
se han cometido esos crímenes, o el Estado de donde es originario su autor, 
no puede o no quiere proceder a su investigación o enjuiciamiento17. 

16	  Olásolo (2012) afirma que “el principio de complementariedad (que no de subsidia-
ridad como algunos autores lo han descrito), desarrollado por los arts. 1, 17, 18, 19 y 20 ER, 
tiene como fundamento un sistema de jurisdicción compartida entre la CPI y las jurisdicciones 
nacionales” (p. 5).

17	  En el primer caso, es decir, cuando el Estado no puede investigar o enjuiciar esos 
crímenes, debe tenerse presente el artículo 17.3 ECPI. En dicho párrafo se afirma que “a fin de 
determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, la Corte exami-
nará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración nacional de justicia 
o al hecho de que carece de ella, no puede hacer comparecer al acusado, no dispone de las 
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Pues bien, el carácter complementario, además de constatarse en el artí-
culo citado, puede apreciarse en los artículos 18, 19 y 20 del ECPI. En el último 
de los citados se aprecia claramente esta característica, por cuanto regula los 
aspectos relativos a cosa juzgada en relación con los delitos competencia de 
la CPI. En particular, el párrafo 3 dispone que “la Corte no procesará a nadie 
que haya sido procesado por otro tribunal en razón de hechos también prohi-
bidos en virtud de los artículos 6, 7 u 8”. Sin embargo, el artículo contempla 
dos excepciones que permiten que la CPI pueda quebrar el valor de cosa 
juzgada de una sentencia dictada por un tribunal nacional:

a)	 En primer lugar, cuando la sentencia dictada por un tribunal 
nacional obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su 
responsabilidad penal por crímenes de la competencia de la Corte 
(art. 20.3 a) ECPI).

b)	 Cuando no se hubiere instruido la causa de forma independiente 
o imparcial de conformidad con las debidas garantías procesales 
reconocidas por el derecho internacional o lo hubiere sido de 
alguna manera que, por las circunstancias del caso, fuere incom-
patible con la intención de someter a la persona a la acción de la 
justicia (art. 20.3 b) ECPI).

Esta disposición evidencia con claridad meridiana el carácter comple-
mentario de la jurisdicción de la CPI, esto es, no hay una subordinación 
absoluta a lo que hagan las jurisdicciones nacionales. Así, la concurrencia 
competencial se aprecia hasta el punto de que puede quebrar el efecto de 
cosa juzgada de una sentencia.

Relaciones con el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas 
Como se indicó al inicio del capítulo, la CPI fue creada en virtud de un 
tratado internacional y con el ánimo de otorgarle un carácter independiente. 
De hecho, en el párrafo 9 del preámbulo se afirma que en virtud del ECPI se 

pruebas y testimonios necesarios o no está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el 
juicio”. Para el segundo caso, es decir, para determinar si el Estado tiene o no disposición para 
actuar en un asunto determinado, el párrafo 2 del citado artículo, ofrece diferentes criterios.
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decide “establecer una Corte Penal Internacional de carácter permanente, 
independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas”.

Dicho carácter independiente es el que permite que el artículo 4.1 
del ECPI disponga que “la Corte tendrá personalidad jurídica internacional. 
Tendrá también la capacidad jurídica que sea necesaria para el desempeño 
de sus funciones y la realización de sus propósitos”. Precisamente, el hecho 
de que sea independiente y tenga su propia personalidad jurídica ha permi-
tido que haya podido celebrar un acuerdo con el Estado anfitrión, es decir, en 
donde tiene su sede18, o, en relación con el aspecto que interesa destacar en 
este apartado, con Naciones Unidas (art. 2 ECPI19). Dicho acuerdo fue hecho 
en Nueva York el 4 de octubre de 2004 y entró en vigor ese mismo día.

Pues bien, aunque la CPI no es un organismo de las Naciones Unidas, 
comparte con ella un objetivo claro: lograr la paz por medio de la justicia20. 
Por este motivo, el artículo 3.° del acuerdo dispone que

las Naciones Unidas y la Corte convienen en que, con miras a facilitar el 
ejercicio eficaz de sus respectivas funciones, cooperarán estrechamente entre 
sí cuando proceda y celebrarán consultas sobre asuntos de interés común con 
arreglo al presente Acuerdo y de conformidad con las disposiciones respec-
tivas de la Carta y el Estatuto.

Pues bien, aunque la CPI es un órgano independiente, es evidente que 
en el ECPI se ha querido dar un papel relevante al Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas. Este no es el espacio para analizar todas las implicaciones, 
pero se debe destacar que el Consejo de Seguridad tiene legitimación activa 
para denunciar ante la Fiscalía “situaciones” determinantes de crímenes de 
competencia de la CPI (Cardona, 2003).

18	  En este sentido, debe tenerse presente que la sede de la CPI está en La Haya (art. 3.1 
ECPI). Y en la línea de lo que hemos apuntado, el apartado 2 añade que “la Corte concertará 
con el Estado anfitrión un acuerdo relativo a la sede que deberá aprobar la Asamblea de los 
Estados Partes y concluir luego el Presidente de la Corete en nombre de ésta”.

19	  En concreto, el artítulo citado dispone que “la Corte estará vinculada con las 
Naciones Unidas por un acuerdo que deberá aprobar la Asamblea de los Estados Partes en el 
presente Estatuto y concluir luego el Presidente de la Corte en nombre de ésta”.

20	  En este sentido, podemos prestar atención al artículo 1 de la Carta de Naciones 
Unidas, así como al párrafo 3 del ECPI.
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En concreto, esta legitimación la confiere el artículo 13 del ECPI, que 
está dividido en tres literales: en el a) se legitima a los Estados parte para 
remitir a la Fiscalía “una situación en que parezca haberse cometido uno o 
varios” crímenes de competencia de la CPI; el literal c) contempla el supuesto 
de que el fiscal, de oficio, inicie una investigación sobre la base de infor-
mación acerca de uno o varios crímenes competencia de la Corte (art. 13 
c) en relación con el art. 15 del ECPI). En lo que respecta al objetivo de este 
estudio, en la letra b) se dispone que la Corte puede ejercer su competencia 
cuando “el Consejo de Seguridad, actuando con arreglo a lo dispuesto en el 
capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas, remite al fiscal una situación en 
que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes”.

Aunque en este capítulo no se analiza en profundidad cuál es el grado 
de vinculación de la Fiscalía a la denuncia presentada, es importante subrayar 
que esta no se encuentra vinculada a dicha petición de investigación (art. 13 
b) en relación con el art. 53.3 ECPI). 

Por otro lado, también interesa destacar que esta comunicación o 
denuncia realzada por el Consejo de Seguridad tiene un efecto realmente 
trascedente, pues por esta vía se puede ampliar la competencia de la CPI 
(Cardona, 2003). Así se desprende del artículo 12.2 del ECPI, en el cual 
se establece que en los casos de las letras a) y c) del artículo 13 (es decir, 
denuncia presentada por un Estado parte o investigación iniciada de oficio 
por la Fiscalía), la Corte ejerce su competencia si el Estado en cuyo territorio 
se haya cometido el crimen, o del que es nacional el acusado, ha ratificado el 
ECPI o ha aceptado la competencia de la CPI para esos hechos. Nótese que 
se deja fuera el supuesto contemplado en el literal b), es decir, por denuncia 
del Consejo de Seguridad. Dicho con otras palabras, la denuncia de una 
situación realizada por el Consejo de Seguridad permite que la Corte pueda 
investigar y juzgar crímenes cometidos en Estados que no han ratificado el 
ECPI o que hayan sido cometidos por nacionales de Estados que no hayan 
ratificado el ECPI21.

21	  Téngase en cuenta, en este sentido, el artículo 4.2 ECPI, en el cual se dispone que “la 
Corte podrá ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con lo dispuesto en el presente 
Estatuto en el territorio de cualquier Estado Parte y, por acuerdo especial, en el territorio de 
cualquier otro Estado”.
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Competencia ratione materia de la CPI 
Para terminar con los aspectos generales relativos a la CPI, es interesante hacer 
referencia a la competencia objetiva22. Con carácter general, dicha compe-
tencia se concreta en el artículo 5 del ECPI. Así, el apartado 1 dispone que la 
competencia de la Corte se limite a los crímenes más graves de trascendencia 
para la comunidad internacional en su conjunto. Desde esta perspectiva, la 
CPI tendrá competencia, de conformidad con el Estatuto, “respecto de los 
siguientes crímenes:

a)	 El crimen de genocidio;
b)	 Los crímenes de lesa humanidad;
c)	 Los crímenes de guerra;
d)	 El crimen de agresión.

Ahora bien, sobre la competencia de la Corte también es relevante hacer 
algunas precisiones adicionales. En primer lugar, el artículo 5.1 del ECPI —de 
igual modo que el artículo 1.°— y los párrafos 3, 4 y 9 subrayan el carácter de 
la gravedad para determinar la competencia de la CPI. La primera cuestión o 
duda que puede surgir es la de si basta con que se cometa un crimen de los 
mencionados en el artículo 5.° para que se pueda entender que es un crimen 
grave y que, por lo tanto, la Corte sea competente. No obstante, hay que tener 
presente que la gravedad, además de utilizarse para calificar los delitos en los 
artículos indicados, es empleada como un criterio determinante de la admi-
sibilidad de la causa ex (artículo 17 del ECPI). Por lo tanto, no es suficiente 
con que se conozca un delito de los mencionados, sino que además el asunto 
debe ser “de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras medidas 
por la Corte” (art. 17.1 d) ECPI)23.

22	  En general, sobre la competencia de la CPI, puede verse Rodríguez et al. (2000).
23	  En este sentido, asumimos la postura de Olásolo (2012), según la cual “la segunda 

parte del análisis de admisibilidad se refiere a la ‘gravedad’ del asunto. El art. 17.1 d) del ER 
estipula que una situación es admisible cuando no es de gravedad suficiente para justificar la 
adopción de otras medidas por la CPI, lo que según decisiones de autorización para la apertura 
de la investigación en las situaciones de Kenia y Costa de Marfil, requiere la aplicación de crite-
rios como el número de víctimas, el tipo de delito, la manera de cometerlo o su impacto en las 
comunidades afectadas” (p 7). También puede verse Rodríguez et al. (2000).
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En segundo lugar, en las discusiones de elaboración del ECPI se debatió 
cuáles debían ser los delitos que se encomendarían a la CPI. Específicamente, 
se barajó la posibilidad de incluir en su ámbito competencial los delitos de 
terrorismo, los de narcotráfico o los delitos cometidos contra funcionarios de 
Naciones Unidas, pero estas propuestas no prosperaron24 y se decidió incluir 
los delitos de genocidio, crímenes contra la humanidad, crímenes de guerra 
y de agresión.

En tercer lugar, la mayoría de los delitos competencia de la Corte fueron 
perfilados y tipificados en el ECPI. Así ocurre para el delito de genocidio (art. 
6.° del ECPI); crímenes de lesa humanidad (art. 7.° del ECPI) y crímenes de 
guerra (art. 8.° del ECPI). Sin embargo, el crimen de agresión quedó si tipi-
ficar. En concreto, el artículo 5.2 del ECPI dispone que

la Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez se 
apruebe una disposición de conformidad con los artículos 121 y 123 en que 
se defina el crimen y se enuncien las condiciones en las cuales lo hará. Esa 
disposición será compatible con las disposiciones pertinentes de la Carta de 
Naciones Unidas.

La concreción de este crimen tuvo lugar en la primera conferencia de 
revisión del ECPI, celebrada en la Kampala, Uganda, el 11 de junio de 201025.

En cuarto lugar, al quedar tipificados los delitos competencia de la 
Corte, se garantiza el principio de legalidad penal. Así se subraya claramente 
en el artículo 22.1 del ECPI, en el cual se dispone que “nadie será penal-
mente responsable de conformidad con el presente Estatuto a menos que la 
conducta de que se trate constituya, en el momento en que tiene lugar, un 
crimen de competencia de la Corte”.

En esta misma línea, el apartado 2 añade que “la definición de crimen 
será interpretada estrictamente y no se hará extensiva por analogía”. 

24	  Rodríguez et al. (2000) afirman que “durante las negociaciones todos los Estados 
apoyaron la inclusión del crimen de genocidio, una gran mayoría apoyó la inclusión de los 
crímenes de guerra y de los crímenes contra la humanidad y una mayoría, el crimen de agre-
sión. Otros Estados, en forma minoritaria, plantearon sin éxito la inclusión de crímenes como el 
narcotráfico, el terrorismo e incluso los perpetrados contra el personal de Naciones Unidas y el 
personal asociado” (p. 92).

25	  Sobre la competencia de la CPI para este delito, véase Díaz (2014).
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Obviamente, se está prohibiendo el uso de la analogía en la determinación 
de la responsabilidad penal.

En quinto lugar, compartimos las posiciones doctrinales que critican que, 
en materia de penalidad, no se hayan garantizado plenamente las exigencias 
de predeterminación y legalidad. Al respecto es clave señalar que si bien es 
cierto que el artículo 23 del ECPI dispone que “quien sea declarado culpable 
por la Corte únicamente podrá ser penado de conformidad con el presente 
Estatuto”, como también lo es que el artículo 77 del ECPI concreta las penas 
que se pueden imponer, en realidad la concreción no se hace para cada una 
de las conductas delictivas, sino en general. Obviamente, esta situación puede 
generar desigualdades y vulneración del principio de seguridad jurídica.
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